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RESUMEN

La filiación es una de las fuentes de parentesco que genera el nacimiento de una serie de relaciones jurídicas entre los 
progenitores y los hijos, concretizados a través del cumplimiento de una serie de deberes y derechos, como lo señala 
el Código Civil Peruano, en el ejercicio de la patria potestad,  previsto en el Art. 423 del citado cuerpo normativo;  sin 
embargo, puede presentarse que en el ejercicio de esos derechos los padres puedan afectar derechos fundamentales 
de sus hijos, como es el derecho a la intimidad reconocido en la legislación civil en su Art. 14 y en la Constitución en 
el Art. 2  Inc. 7, debiendo establecerse la línea de división entre el cumplimiento de los deberes de los padres frente 
al derecho de los niños/niñas o adolescente y el respeto de su vida privada, considerando su edad, las circunstancias 
y el interés superior del niño.

Del mismo modo, en las relaciones conyugales se puede presentar esta problemática, al contraponerse los deberes que 
se deben recíprocamente los cónyuges, como el de fidelidad y cohabitación, con derechos fundamentales de estos, por 
lo que es necesario también delimitar su ejercicio. 

ABSTRACT

The affiliation is a source of relationship that generates the birth of a series of legal relations between parents and 
children, concretized through the implementation of a series of rights and duties, as noted by the Peruvian Civil Code, 
in the exercise of parental rights provided for in Art. 423 of that legislative body; but may occur in the exercise of these 
rights the parents can affect their children’s fundamental rights, such as the right to privacy recognized in civil law in 
Art. 14 and the Constitution in Art. 2 Inc. 7, having the dividing line between fulfilling the duties of parents against the 
rights of children / girls or adolescent and respect for his privacy established, considering his age The circumstances 
and interests of the child.

Similarly, in conjugal relations can be presented this problem to be weighed against the duties that are mutually must 
spouses, such as loyalty and cohabitation, which may be contrasted with fundamental rights of these, so it is also 
necessary to define its exercise.
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mana. En consecuencia, se 
admite que el derecho a la 
intimidad posee un doble 
aspecto, positivo y negati-
vo. En su aspecto positivo, 
significa que el individuo 
dispone de un poder jurí-
dico sobre la publicidad 
de la información rela-
tiva al círculo reservado 
de su persona y su fami-
lia”; y en su aspecto ne-
gativo, supone, el poder 
de resguardar ese ámbito 
reservado frente a la di-
vulgación del mismo por 
terceros y frente a una 
publicidad no querida” 
(Fermenía López, 2012, 
pág. 199).

El Diccionario de la Real Aca-
demia define a la intimidad 
como la “zona espiritual ínti-
ma y reservada de una persona 
o de un grupo, especialmente 
de una familia”. No obstante, 
parece haber consenso en afir-
mar que “intimo” es aquello 
reservado de cada persona.
 
Por lo tanto, el derecho a la 
intimidad puede definirse 
como el “poder concedido a la 
persona sobre el conjunto de 
circunstancias personales que 
puede excluir ilícitamente del 
conocimiento de terceros”.
Para Ramón De Verda, en el 
derecho a la intimidad, en la 
vida privada, hay datos que los 
demás no tienen por qué co-
nocer, pero que, objetivamen-
te, no parece que puedan ser 
considerados como parte de 
ese “reducto de inmunidad”, 
sin cuya preservación (con el 
que la jurisprudencia constitu-
cional identifica la intimidad) 
“no es realizable ni concebible 
siquiera, la existencia en dig-
nidad”. Seria, por ejemplo, el 
caso del importe de la nómina 

mensual  o de los datos banca-
rios. Asimismo, agrega que la 
intimidad protege la esfera en 
que se desarrollan las facetas 
más singularmente reservadas 
de la vida de la persona  - el 
domicilio donde realiza su vida 
cotidiana, las comunicaciones 
en las que expresa sus senti-
mientos, por ejemplo -, la 
privacidad constituye un con-
junto, más amplio, más global, 
de facetas de su personalidad. 
(De Verda y Beamonte, 2012 
págs. 165-166)

En relación con el derecho a la 
intimidad, el Tribunal Consti-
tucional español ha reiterado 
que se funda en la necesidad 
de garantizar «la existencia 
de un ámbito propio y reser-
vado frente a la acción y co-
nocimiento de los demás, ne-
cesario, según las pautas de 
nuestra cultura, para mante-
ner una calidad mínima de la 
vida humana, que puede ceder 
ante la prevalencia de otros 
derechos, como el derecho a 
la información cuando se re-
fiera a hechos con relevancia 
pública, en el sentido de noti-
ciables, y a que dicha informa-
ción sea veraz» (STC 77/2009, 
de 23 de marzo, FJ 2).

3. contenido del deRecho a la 
intimidad 

El derecho a la intimidad ha 
sido ampliamente desarrolla-
do por la doctrina nacional y 
extranjera; para Marcela M. 
Leloir y Agustín Sojo, este de-
recho comprende tres grandes 
grupos de derechos o deberes: 
a) Los que se refieren al dere-
cho a ser dejado solo o gozar 
de la tranquilidad; b) la auto-
nomía de las decisiones o auto-
determinación, y c) el control 
de la información personal. 

(Leloir, Marcela y Sojo, Agustín, 
2011, pág. 94) 

Para nuestro Tribunal Consti-
tucional, el contenido esencial 
del derecho a la intimidad per-
sonal, reconocido por el art. 
2 Inc. 7 de la Constitución, 
hace alusión a aquel ámbito 
protegido del derecho, cuya 
develación pública implica un 
grado de excesiva e irrepara-
ble aflicción psicológica en el 
individuo, lo que difícilmente 
puede predicarse  en torno al 
componente económico  del 
derecho” (STC 00011-2004-AI,-
FJ37). (Landa Arroyo, 2010, 
pág. 28) 

Ahora bien, cabe señalar la 
distinción entre los derechos 
a la intimidad personal y fa-
miliar, respecto al derecho a 
la privacidad. Al respecto, el 
Tribunal Constitucional señala 
que: “Mediante la autodeter-
minación informativa se bus-
ca proteger a la persona en sí 
mismo, no únicamente en los 
derechos que conciernen a su 
esfera personalísima, sino a 
la persona en la totalidad de 
ámbitos; por tanto no puede 
identificarse  con el derecho 
a la intimidad  personal  y fa-
miliar, ya que mientras éste  
protege el derecho a la vida 
privada, el derecho a la au-
todeterminación informativa  
busca garantizar  la facultad 
de todo individuo a poder pre-
servarlo ejerciendo un control 
en el registro, uso y revela-
ción de datos que le concier-
nen (…)” (Landa Arroyo, 2010, 
págs. 117-118).

Asimismo, en otra sentencia, 
el TC, en el caso Magaly Me-
dina Vela señala que: “La vida 
privada es un derecho funda-
mental en primordial relación 

LUMEN, Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Femenina del Sagrado Corazón

78

1. intRoduccción

El derecho a la intimidad tiene 
su reconocimiento en el texto 
constitucional, en su artículo 
2°; en los tratados internacio-
nales, como es el caso de la 
Declaración Universal de los 
Derechos del Hombre y en la 
Convención de los Derechos 
del Niño y, en nuestra normati-
vidad civil, en su artículo 14º.

El derecho a la intimidad, des-
de el punto de vista normativo, 
no ha evolucionado; sin embar-
go, en los últimos años, las re-
laciones intersubjetivas en las 
que se protege dicho derecho 
a la intimidad han cambiado 
sustancialmente las relaciones 
en las cuales se sustenta el de-
recho a la intimidad, y, de ma-
nera muy especial, en las rela-
ciones familiares, lo que debe 
de conllevar a establecer nue-
vas ideas respecto al derecho 
a la intimidad, estableciendo 
reglas o principios que impli-
can una debida protección de 
este derecho fundamental.

En nuestra legislación, pode-
mos decir que existen dos di-
mensiones de la intimidad, las 
que a su vez son complemen-
tarias: la personal y la fami-
liar. Partimos del trato que le 
da a este derecho la ley de le-
yes;   es decir, la Constitución 
Política del Perú vigente.
 
Así, el artículo 2o establece en 
su inciso 7 que toda persona 
tiene derecho “a la intimidad 
personal y familiar”. 

De igual manera, el Código Ci-
vil vigente, en su artículo 14o 

establece el respeto a la inti-
midad de la vida personal y fa-
miliar. Y, por último, se refiere 
a este derecho el Art. 54 del 

Código Penal: “El que viola la 
intimidad de la vida personal 
o familiar…”, y el Art. 156: “El 
que revela aspectos de la in-
timidad personal y familiar…”.

El presente artículo trata de 
explicar los ámbitos en don-
de se desarrolla el derecho 
a la intimidad en la vida fa-
miliar, es decir, el respeto de 
este derecho que se deben 
los miembros de las fami-
lias, como es el caso del que 
nace del ejercicio de la pa-
tria potestad, es decir, de los 
padres respecto de los hijos 
(relaciones paterno filiales); 
así como  las consecuencias  
jurídicas que conllevaría su 
vulneración,  para lo cual se 
hará un análisis de sus con-
tenidos y distintas formas 
de tratamiento que se viene 
dando en la jurisprudencia 
nacional y comparada.

2. el deRecho a la intimidad: 
definición

En 1981, los juristas nortea-
mericanos Samuel D Warren y 
Louis D. Branders plantearon 
prolijamente el tema del de-
recho a la intimidad (righth to 
privacy) en la revista de Dere-
cho de la Universidad de Har-
vard. En 1963, se produce en 
el estado de Colorado el caso 
Dayly Times Democrat vs. Gra-
ham, el cual se generó a raíz 
que una joven fue fotografia-
da en un parque de diversio-
nes justo cuando una corriente 
de aire levantó su vestido. La 
justicia señaló que, aún en lu-
gares públicos, existen cosas 
que, aunque estén a la vista, 
siguen siendo privadas.

El ejercicio del derecho a la 
intimidad conlleva los dos as-
pectos siguientes:

a) Preservación del no cono-
cimiento ajeno de ciertos 
aspectos o manifestaciones 
de la vida privada (personal 
y familiar).

b) Establecimiento jurídico 
de una suerte de distan-
cia o discreción por parte 
de terceros, a efectos de 
no atentar contra los sen-
timientos o costumbres 
personales o familiares 
(García Toma, 2013, págs. 
325-328)

En sentencia, el Tribunal Cons-
titucional español, mediante 
STC 127/2003, de 30 de junio 
de 2003, define el derecho a la 
intimidad como 

“un derecho al secreto, a 
ser desconocido, a que los 
demás no sepan  qué somos 
o lo que hacemos, vedando 
que terceros, sean particu-
lares o poderes públicos, 
decidan cuales sean los 
lindes de nuestra vida pri-
vada pudiendo a cada per-
sona reservarse un espacio 
resguardado de curiosidad 
ajena, sea cual sea lo con-
tenido en ese espacio”. (De 
Verda y Beamonte, 2012, 
pág. 165) 

Por su parte, Fermenía López 
señala que:

“El reconocimiento a la in-
timidad significa, (…) ad-
mitir un campo de actua-
ción a la autonomía priva-
da en orden de fijación de 
datos y circunstancias que 
determinan ese “ámbito 
propio y reservado frente 
a la acción y conocimiento 
de los demás”, necesario 
“para mantener una cali-
dad mínima de la vida hu-
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resguardado de curiosidad 
ajena, sea cual sea lo con-
tenido en ese espacio”. (De 
Verda y Beamonte, 2012, 
pág. 165) 

Por su parte, Fermenía López 
señala que:

“El reconocimiento a la in-
timidad significa, (…) admi-
tir un campo de actuación 
a la autonomía privada en 
orden de fijación de datos 
y circunstancias que deter-
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y reservado frente a la ac-
ción y conocimiento de los 
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nima de la vida humana. 
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mana. En consecuencia, se 
admite que el derecho a la 
intimidad posee un doble 
aspecto, positivo y negati-
vo. En su aspecto positivo, 
significa que el individuo 
dispone de un poder jurí-
dico sobre la publicidad 
de la información rela-
tiva al círculo reservado 
de su persona y su fami-
lia”; y en su aspecto ne-
gativo, supone, el poder 
de resguardar ese ámbito 
reservado frente a la di-
vulgación del mismo por 
terceros y frente a una 
publicidad no querida” 
(Fermenía López, 2012, 
pág. 199).

El Diccionario de la Real Aca-
demia define a la intimidad 
como la “zona espiritual ínti-
ma y reservada de una persona 
o de un grupo, especialmente 
de una familia”. No obstante, 
parece haber consenso en afir-
mar que “intimo” es aquello 
reservado de cada persona.
 
Por lo tanto, el derecho a la 
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como el “poder concedido a la 
persona sobre el conjunto de 
circunstancias personales que 
puede excluir ilícitamente del 
conocimiento de terceros”.
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demás no tienen por qué co-
nocer, pero que, objetivamen-
te, no parece que puedan ser 
considerados como parte de 
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sin cuya preservación (con el 
que la jurisprudencia constitu-
cional identifica la intimidad) 
“no es realizable ni concebible 
siquiera, la existencia en dig-
nidad”. Seria, por ejemplo, el 
caso del importe de la nómina 

mensual  o de los datos banca-
rios. Asimismo, agrega que la 
intimidad protege la esfera en 
que se desarrollan las facetas 
más singularmente reservadas 
de la vida de la persona  - el 
domicilio donde realiza su vida 
cotidiana, las comunicaciones 
en las que expresa sus senti-
mientos, por ejemplo -, la 
privacidad constituye un con-
junto, más amplio, más global, 
de facetas de su personalidad. 
(De Verda y Beamonte, 2012 
págs. 165-166)

En relación con el derecho a la 
intimidad, el Tribunal Consti-
tucional español ha reiterado 
que se funda en la necesidad 
de garantizar «la existencia 
de un ámbito propio y reser-
vado frente a la acción y co-
nocimiento de los demás, ne-
cesario, según las pautas de 
nuestra cultura, para mante-
ner una calidad mínima de la 
vida humana, que puede ceder 
ante la prevalencia de otros 
derechos, como el derecho a 
la información cuando se re-
fiera a hechos con relevancia 
pública, en el sentido de noti-
ciables, y a que dicha informa-
ción sea veraz» (STC 77/2009, 
de 23 de marzo, FJ 2).

3. contenido del deRecho a la 
intimidad 

El derecho a la intimidad ha 
sido ampliamente desarrolla-
do por la doctrina nacional y 
extranjera; para Marcela M. 
Leloir y Agustín Sojo, este de-
recho comprende tres grandes 
grupos de derechos o deberes: 
a) Los que se refieren al dere-
cho a ser dejado solo o gozar 
de la tranquilidad; b) la auto-
nomía de las decisiones o auto-
determinación, y c) el control 
de la información personal. 

(Leloir, Marcela y Sojo, Agustín, 
2011, pág. 94) 

Para nuestro Tribunal Consti-
tucional, el contenido esencial 
del derecho a la intimidad per-
sonal, reconocido por el art. 
2 Inc. 7 de la Constitución, 
hace alusión a aquel ámbito 
protegido del derecho, cuya 
develación pública implica un 
grado de excesiva e irrepara-
ble aflicción psicológica en el 
individuo, lo que difícilmente 
puede predicarse  en torno al 
componente económico  del 
derecho” (STC 00011-2004-AI,-
FJ37). (Landa Arroyo, 2010, 
pág. 28) 

Ahora bien, cabe señalar la 
distinción entre los derechos 
a la intimidad personal y fa-
miliar, respecto al derecho a 
la privacidad. Al respecto, el 
Tribunal Constitucional señala 
que: “Mediante la autodeter-
minación informativa se bus-
ca proteger a la persona en sí 
mismo, no únicamente en los 
derechos que conciernen a su 
esfera personalísima, sino a 
la persona en la totalidad de 
ámbitos; por tanto no puede 
identificarse  con el derecho 
a la intimidad  personal  y fa-
miliar, ya que mientras éste  
protege el derecho a la vida 
privada, el derecho a la au-
todeterminación informativa  
busca garantizar  la facultad 
de todo individuo a poder pre-
servarlo ejerciendo un control 
en el registro, uso y revela-
ción de datos que le concier-
nen (…)” (Landa Arroyo, 2010, 
págs. 117-118).

Asimismo, en otra sentencia, 
el TC, en el caso Magaly Me-
dina Vela señala que: “La vida 
privada es un derecho funda-
mental en primordial relación 
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1. intRoduccción

El derecho a la intimidad tiene 
su reconocimiento en el texto 
constitucional, en su artículo 
2°; en los tratados internacio-
nales, como es el caso de la 
Declaración Universal de los 
Derechos del Hombre y en la 
Convención de los Derechos 
del Niño y, en nuestra normati-
vidad civil, en su artículo 14º.

El derecho a la intimidad, des-
de el punto de vista normativo, 
no ha evolucionado; sin embar-
go, en los últimos años, las re-
laciones intersubjetivas en las 
que se protege dicho derecho 
a la intimidad han cambiado 
sustancialmente las relaciones 
en las cuales se sustenta el de-
recho a la intimidad, y, de ma-
nera muy especial, en las rela-
ciones familiares, lo que debe 
de conllevar a establecer nue-
vas ideas respecto al derecho 
a la intimidad, estableciendo 
reglas o principios que impli-
can una debida protección de 
este derecho fundamental.

En nuestra legislación, pode-
mos decir que existen dos di-
mensiones de la intimidad, las 
que a su vez son complemen-
tarias: la personal y la fami-
liar. Partimos del trato que le 
da a este derecho la ley de le-
yes;   es decir, la Constitución 
Política del Perú vigente.
 
Así, el artículo 2o establece en 
su inciso 7 que toda persona 
tiene derecho “a la intimidad 
personal y familiar”. 

De igual manera, el Código Ci-
vil vigente, en su artículo 14o 

establece el respeto a la inti-
midad de la vida personal y fa-
miliar. Y, por último, se refiere 
a este derecho el Art. 54 del 

Código Penal: “El que viola la 
intimidad de la vida personal 
o familiar…”, y el Art. 156: “El 
que revela aspectos de la in-
timidad personal y familiar…”.

El presente artículo trata de 
explicar los ámbitos en don-
de se desarrolla el derecho 
a la intimidad en la vida fa-
miliar, es decir, el respeto de 
este derecho que se deben 
los miembros de las fami-
lias, como es el caso del que 
nace del ejercicio de la pa-
tria potestad, es decir, de los 
padres respecto de los hijos 
(relaciones paterno filiales); 
así como  las consecuencias  
jurídicas que conllevaría su 
vulneración,  para lo cual se 
hará un análisis de sus con-
tenidos y distintas formas 
de tratamiento que se viene 
dando en la jurisprudencia 
nacional y comparada.

2. el deRecho a la intimidad: 
definición

En 1981, los juristas nortea-
mericanos Samuel D Warren y 
Louis D. Branders plantearon 
prolijamente el tema del de-
recho a la intimidad (righth to 
privacy) en la revista de Dere-
cho de la Universidad de Har-
vard. En 1963, se produce en 
el estado de Colorado el caso 
Dayly Times Democrat vs. Gra-
ham, el cual se generó a raíz 
que una joven fue fotografia-
da en un parque de diversio-
nes justo cuando una corriente 
de aire levantó su vestido. La 
justicia señaló que, aún en lu-
gares públicos, existen cosas 
que, aunque estén a la vista, 
siguen siendo privadas.

El ejercicio del derecho a la 
intimidad conlleva los dos as-
pectos siguientes:

a) Preservación del no cono-
cimiento ajeno de ciertos 
aspectos o manifestaciones 
de la vida privada (personal 
y familiar).

b) Establecimiento jurídico 
de una suerte de distan-
cia o discreción por parte 
de terceros, a efectos de 
no atentar contra los sen-
timientos o costumbres 
personales o familiares 
(García Toma, 2013, págs. 
325-328)

En sentencia, el Tribunal Cons-
titucional español, mediante 
STC 127/2003, de 30 de junio 
de 2003, define el derecho a la 
intimidad como 

“un derecho al secreto, a 
ser desconocido, a que los 
demás no sepan  qué somos 
o lo que hacemos, vedando 
que terceros, sean particu-
lares o poderes públicos, 
decidan cuales sean los 
lindes de nuestra vida pri-
vada pudiendo a cada per-
sona reservarse un espacio 
resguardado de curiosidad 
ajena, sea cual sea lo con-
tenido en ese espacio”. (De 
Verda y Beamonte, 2012, 
pág. 165) 

Por su parte, Fermenía López 
señala que:

“El reconocimiento a la in-
timidad significa, (…) ad-
mitir un campo de actua-
ción a la autonomía priva-
da en orden de fijación de 
datos y circunstancias que 
determinan ese “ámbito 
propio y reservado frente 
a la acción y conocimiento 
de los demás”, necesario 
“para mantener una cali-
dad mínima de la vida hu-

En consecuencia, se admite 
que el derecho a la intimi-
dad posee un doble aspec-
to, positivo y negativo. En 
su aspecto positivo, signifi-
ca que el individuo dispone 
de un poder jurídico sobre 
la publicidad de la infor-
mación relativa al círculo 
reservado de su persona y 
su familia”; y en su aspecto 
negativo, supone, el poder 
de resguardar ese ám-
bito reservado fren-
te a la divulgación del 
mismo por terceros y 
frente a una publicidad 
no querida” (Fermenía 
López, 2012, pág. 199).

El Diccionario de la Real Aca-
demia define a la intimidad 
como la “zona espiritual ínti-
ma y reservada de una persona 
o de un grupo, especialmente 
de una familia”. No obstante, 
parece haber consenso en afir-
mar que “íntimo” es aquello 
reservado de cada persona.
 
Por lo tanto, el derecho a la 
intimidad puede definirse 
como el “poder concedido a la 
persona sobre el conjunto de 
circunstancias personales que 
puede excluir ilícitamente del 
conocimiento de terceros”.

Para Ramón De Verda, en el 
derecho a la intimidad, en la 
vida privada, hay datos que los 
demás no tienen por qué co-
nocer, pero que, objetivamen-
te, no parece que puedan ser 
considerados como parte de 
ese “reducto de inmunidad”, 
sin cuya preservación (con el 
que la jurisprudencia constitu-
cional identifica la intimidad) 
“no es realizable ni concebible 
siquiera, la existencia en dig-
nidad”. Seria, por ejemplo, el 
caso del importe de la nómina 

mensual  o de los datos banca-
rios. Asimismo, agrega que la 
intimidad protege la esfera en 
que se desarrollan las facetas 
más singularmente reservadas 
de la vida de la persona  - el 
domicilio donde realiza su vida 
cotidiana, las comunicaciones 
en las que expresa sus senti-
mientos, por ejemplo -, la 
privacidad constituye un con-
junto, más amplio, más global, 
de facetas de su personalidad. 
(De Verda y Beamonte, 2012, 
págs. 165-166)

En relación con el derecho a la 
intimidad, el Tribunal Consti-
tucional español ha reiterado 
que se funda en la necesidad 
de garantizar «la existencia 
de un ámbito propio y reser-
vado frente a la acción y co-
nocimiento de los demás, ne-
cesario, según las pautas de 
nuestra cultura, para mante-
ner una calidad mínima de la 
vida humana, que puede ceder 
ante la prevalencia de otros 
derechos, como el derecho a 
la información cuando se re-
fiera a hechos con relevancia 
pública, en el sentido de noti-
ciables, y a que dicha informa-
ción sea veraz» (STC 77/2009, 
de 23 de marzo, FJ 2).

3. contenido del deRecho a la 
intimidad 

El derecho a la intimidad ha 
sido ampliamente desarrolla-
do por la doctrina nacional y 
extranjera; para Marcela M. 
Leloir y Agustín Sojo, este de-
recho comprende tres grandes 
grupos de derechos o deberes: 
a) Los que se refieren al dere-
cho a ser dejado solo o gozar 
de la tranquilidad; b) la auto-
nomía de las decisiones o auto-
determinación, y c) el control 
de la información personal. 

(Leloir, Marcela y Sojo, Agustín, 
2011, pág. 94) 

Para nuestro Tribunal Consti-
tucional, el contenido esencial 
del derecho a la intimidad per-
sonal, reconocido por el art. 
2 Inc. 7 de la Constitución, 
hace alusión a aquel ámbito 
protegido del derecho, cuya 
develación pública implica un 
grado de excesiva e irrepara-
ble aflicción psicológica en el 
individuo, lo que difícilmente 
puede predicarse  en torno al 
componente económico  del 
derecho” (STC 00011-2004-AI,-
FJ37). (Landa Arroyo, 2010, 
pág. 28) 

Ahora bien, cabe señalar la 
distinción entre los derechos 
a la intimidad personal y fa-
miliar, respecto al derecho a 
la privacidad. Al respecto, el 
Tribunal Constitucional señala 
que: “Mediante la autodeter-
minación informativa se bus-
ca proteger a la persona en sí 
mismo, no únicamente en los 
derechos que conciernen a su 
esfera personalísima, sino a 
la persona en la totalidad de 
ámbitos; por tanto no puede 
identificarse  con el derecho 
a la intimidad  personal  y fa-
miliar, ya que mientras éste  
protege el derecho a la vida 
privada, el derecho a la au-
todeterminación informativa  
busca garantizar  la facultad 
de todo individuo a poder pre-
servarlo ejerciendo un control 
en el registro, uso y revela-
ción de datos que le concier-
nen (…)” (Landa Arroyo, 2010, 
págs. 117-118).

Asimismo, en otra sentencia, 
el TC, en el caso Magaly Me-
dina Vela señala que: “La vida 
privada es un derecho funda-
mental en primordial relación 
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cicio de la patria potestad de 
los padres.

Al respecto, en “el ordena-
miento italiano se considera 
la posibilidad de injerencia de 
los padres en el ámbito priva-
do de los hijos (…) y afecta-
ría a aquellos menores cuyas 
condiciones de madurez no 
fueran suficientes, ya que se 
parte del reconocimiento de 
un ámbito de intimidad de los 
hijos menores que no pueden 
ser lícitamente invadido por 
los padres”. 

Para la doctrina italiana, el 
derecho a la intimidad del 
menor aparece justificado en 
términos generales, como un 
derecho de la personalidad 
del cual no puede ser privado, 
pero también como un deber 
especifico de los padres en el 
desarrollo de la función edu-
cativa que afecta fundamen-
talmente a aquellos menores 
cuyas condiciones de madurez 
no son suficientes, obligando a 
los padres a vigilar su forma-
ción y planteando, a la vez, el 
problema de la legitimidad del 
control y de su extensión. 

En Francia, la jurispruden-
cia de la Corte de Casación 
entiende que no es suficien-
te con el consentimiento del 
menor para la divulgación de 
hechos relativos a su vida pri-
vada si quienes detentan la 
autoridad no han consentido 
dicha divulgación. 

Las condiciones de madurez y 
suficiente juicio conforman, 
por tanto, el criterio delimita-
dor de la actuación de los re-
presentantes legales en la esfe-
ra de los derechos de la perso-
nalidad del menor” (Fermenía 
López, 2012, págs. 208-209).

4.1.2 la toma de decisiones 
peRsonales

La autonomía siempre se ve 
limitada por las nociones de 
orden público y los derechos 
de terceros. Sin embargo, el 
orden público debe ceder es-
pacio a la autonomía personal

Existen cuestiones de auto-
nomía en toma de decisiones 
que vienen transformando las 
relaciones de familia. Por un 
lado, la incorporación de la ca-
pacidad progresiva del menor 
de edad y, por otro lado, el re-
conocimiento de cierta auto-
nomía a favor de las personas 
con discapacidad, transforma 
las relaciones familiares. En 
el primer caso, se presentan 
dos situaciones: el derecho de 
los padres a tomar decisiones 
por los hijos que no han desa-
rrollado aun su propio juicio; 
y el derecho de las personas 
menores de edad a tomar sus 
propias decisiones.

Así, por ejemplo, un tribunal 
argentino no reconoció el de-
recho de los padres a decidir 
por su hijo y rechazar el plan 
nacional de vacunación; re-
solvió que si bien los padres 
tenían el derecho de decidir 
por sus hijos, debía imponer-
se este plan, por cuanto de lo 
contrario podría afectarse en 
juego derechos de terceros 
que podrían contagiarse de 
enfermedades y, por supuesto, 
el derecho a la salud del niño, 
debiéndose tener siempre pre-
sente el punto de vista del me-
jor interés del niño.

Pero, cuando el niño alcanza la 
adolescencia y comienza a de-
sarrollar su propio juicio, ello 
trae dificultades para deter-
minar a partir de cuándo va a 

poder tomar sus propias deci-
siones, sin necesidad de acudir 
a sus padres
.
Al respecto, en el derecho in-
ternacional se tiende a adop-
tar el sistema de capacidad 
progresiva como nuevo para-
digma. Por tanto, para este sis-
tema, los niños pueden tomar 
sus propias decisiones   en to-
das aquellas cuestiones que no 
hagan a su salud o pongan en 
riesgo su crecimiento; pero en 
la mayoría hacen prevalecer el 
interés superior del niño por 
sobre su autonomía en aquellas 
cuestiones fundamentales.

Sin embargo, también se deja 
a la judicatura facultades tan 
amplias que permiten replan-
tearse la existencia de un 
derecho a la vida privada y 
familiar. Tal es el caso en In-
glaterra, en donde se falla 
invocando la idea de que los 
menores de 16 años son au-
tónomos para elegir y decidir 
sus propias prácticas médi-
cas (control de natalidad o 
práctica anticonceptiva).

De lo que se trata es que las 
personas menores tengan la 
posibilidad de forjar su propio 
destino, pero ello no significa 
que las personas que los ro-
dean no puedan influenciarlas 
o acompañarlas en sus decisio-
nes, mas sin decidir por ellas.

4.2 el deRecho a la intimi-
dad familiaR en las Rela-
ciones conyugales

Sobre los deberes conyugales, 
Azpiri (Leloir, Marcela y Sojo, 
Agustín, 2011, pág. 98) seña-
la que existe entre ellos un 
deber mutuo que impone a la 
pareja la obligación de mante-
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con la intimidad. El último de 
ellos tiene una protección su-
perlativa  dado que configura 
un elemento infranqueable de 
la existencia de la persona; 
la vida privada, por su par-
te, la engloba y también in-
cluye un ámbito en donde se 
admiten algunas intervencio-
nes que habrán de ser consi-
deradas como legítimas, vin-
culándose inclusive con otros 
derechos como la inviolabi-
lidad de domicilio (…)” (Exp. 
N° 067712-2005-HC/TC).

Por tanto, coincidimos con 
Víctor García al señalar que, 
respecto a estos dos derechos, 
puede deducirse lo siguiente 
(García Toma, 2013, pág. 333):

a) El inciso 7 del Art. 2 de la 
Constitución  engloba tan-
to el derecho a la vida pri-
vada como el derecho a la 
intimidad

b) El derecho a la intimidad 
tiene una protección ma-
yor que el derecho a la 
vida privada.

4. el deRecho  a la intimidad 
en las Relaciones familiaRes

El derecho a la intimidad co-
bra una vital importancia en la 
vida familiar, que nace como 
consecuencia del ejercicio de 
los derechos subjetivos fami-
liares que dan lugar a una se-
rie de relaciones jurídicas de 
orden familiar, como es en la 
relación paterno filial y la re-
lación conyugal u otras rela-
ciones similares.

Siguiendo en la idea de Mar-
cela M. Leloir y Agustín Sojo, 
el derecho a la intimidad en 
las relaciones familiares com-
prende el llamado “Derecho a 

la tranquilidad”, en el cual se 
puede presentar una serie de 
problemáticas en su ejercicio. 
Así, los autores señalan que 
“En el caso de las relaciones 
familiares (conyugales o pater-
no filiales), este derecho pue-
de entrar en tensión con otros 
derechos de mayor jerarquía, 
tal como el derecho del niño 
a tener una adecuada comuni-
cación con su padre, así como 
el derecho de la madre a que 
su ex pareja no la perturbe se 
contrapone con el derecho del 
niño y su padre a mantener 
trato habitual. En este último 
caso, se debe de compatibili-
zar el derecho a la intimidad 
y comunicación paterno filial” 
(Leloir, Marcela y Sojo, Agus-
tín, 2011, pág. 96).

En el derecho de familia, este 
derecho a ser dejado solo se 
contrapone, en cierta medida, 
con los deberes familiares. Así, 
en el deber de cohabitación 
entre los cónyuges, exige que 
marido y mujer no se dejen 
solos el uno al otro. Si bien el 
deber de asistencia conyugal 
comprende el deber de acom-
pañar al otro, ello no significa 
que los esposos deben de estar 
siempre juntos, y se admite 
cierta distancia entre ellos.

4.1 el deRecho a la intimi-
dad familiaR en las Rela-
ciones pateRno-filiales

En las relaciones paterno-fi-
liales, el derecho a ser deja-
do solo aparece coartado por 
ciertos deberes familiares, 
pero no por ello deja de exis-
tir. Un hijo aun si fuese menor 
de edad, tiene derecho a que 
se respeten sus espacios priva-
dos, pero al mismo tiempo un 
padre no puede desentender-
se de su hijo, por cuanto tie-

ne deberes de cuidado que le 
exigen ser parte de su vida. En 
ese sentido, el padre que tiene 
sospechas razonables de que 
su hija o hijo puede ser vícti-
ma de cierta conducta delicti-
va tiene derecho a entrome-
terse en su esfera más íntima 
de correspondencia electró-
nica, para velar por los inte-
reses del menor, pero no por 
simple curiosidad.

Del mismo modo, tiene el de-
recho a revisar lo que sus hijos 
realizan a través de las redes 
sociales, porque existe un de-
ber de vigilancia que obliga a 
los padres a responder por  las 
injurias que sus hijos puedan 
divulgar a través del internet.

4.1.1 la titulaRidad del de-
Recho a la intimidad 
poR los menoRes

La Convención Internacional 
sobre los Derechos del Niño 
establece en su Art. 16 que: 
“Ningún niño será objeto de in-
jerencias arbitrarias o ilegales 
en su vida privada, su familia, 
su domicilio o su correspon-
dencia, y de ataques ilegales 
a su honor y a su reputación”

Asimismo, la Carta Europea de 
Derechos del Niño en su Art. 
8.29 declara: “todo niño tiene 
derecho a no ser objeto por 
parte de un tercero de intru-
siones injustificadas en su vida 
privada, en la de su familia, ni 
sufrir atentados ilegales con-
tra su honor”.

Como se señala, existe un re-
conocimiento expreso de los 
derechos fundamentales de los 
menores de edad. Sin embar-
go, pueden presentarse situa-
ciones en donde se enfrentaría 
este derecho frente al ejer-

con la intimidad. El último de 
ellos tiene una protección su-
perlativa  dado que configura 
un elemento infranqueable de 
la existencia de la persona; 
la vida privada, por su par-
te, la engloba y también in-
cluye un ámbito en donde se 
admiten algunas intervencio-
nes que habrán de ser consi-
deradas como legítimas, vin-
culándose inclusive con otros 
derechos como  la inviolabi-
lidad de domicilio (…)” (Exp. 
N° 067712-2005-HC/TC).

Por tanto, coincidimos con 
Víctor García al señalar que, 
respecto a estos dos derechos, 
puede deducirse lo siguiente 
(García Toma, 2013, pág. 333):

a) El inciso 7 del Art. 2 de la 
Constitución  engloba tan-
to el derecho a la vida pri-
vada como el derecho a la 
intimidad

b) El derecho a la intimidad 
tiene una protección ma-
yor que el derecho a la 
vida privada.

4. el deRecho  a la intimidad 
en las Relaciones familiaRes

El derecho a la intimidad co-
bra una vital importancia en la 
vida familiar, que nace como 
consecuencia del ejercicio de 
los derechos subjetivos fami-
liares que dan lugar a una se-
rie de relaciones jurídicas de 
orden familiar, como es en la 
relación paterno filial y la re-
lación conyugal u otras rela-
ciones similares.

Siguiendo en la idea de Mar-
cela M. Leloir y Agustín Sojo, 
el derecho a la intimidad en 
las relaciones familiares com-
prende el llamado “Derecho a 

la tranquilidad”, en el cual se 
puede presentar una serie de 
problemáticas en su ejercicio. 
Así, los autores señalan que 
“En el caso de las relaciones 
familiares (conyugales o pater-
no filiales), este derecho pue-
de entrar en tensión con otros 
derechos de mayor jerarquía, 
tal como el derecho del niño 
a tener una adecuada comuni-
cación con su padre, así como 
el derecho de la madre a que 
su ex pareja no la perturbe se 
contrapone con el derecho del 
niño y su padre a mantener 
trato habitual. En este último 
caso, se debe de compatibili-
zar el derecho a la intimidad 
y comunicación paterno filial” 
(Leloir, Marcela y Sojo, Agus-
tín, 2011, pág. 96).

En el derecho de familia, este 
derecho a ser dejado solo se 
contrapone, en cierta medida, 
con los deberes familiares. Así, 
en el deber de cohabitación 
entre los cónyuges, exige que 
marido y mujer no se dejen 
solos el uno al otro. Si bien el 
deber de asistencia conyugal 
comprende el deber de acom-
pañar al otro, ello no significa 
que los esposos deben de estar 
siempre juntos, y se admite 
cierta distancia entre ellos.

4.1  el deRecho a la intimi-
dad familiaR en las Rela-
ciones pateRno-filiales

En las relaciones paterno-fi-
liales, el derecho a ser deja-
do solo aparece coartado por 
ciertos deberes familiares, 
pero no por ello deja de exis-
tir. Un hijo aun si fuese menor 
de edad, tiene derecho a que 
se respeten sus espacios priva-
dos, pero al mismo tiempo un 
padre no puede desentender-
se de su hijo, por cuanto tie-

ne deberes de cuidado que le 
exigen ser parte de su vida. En 
ese sentido, el padre que tiene 
sospechas razonables de que 
su hija o hijo puede ser vícti-
ma de cierta conducta delicti-
va tiene derecho a entrome-
terse en su esfera más íntima  
de  correspondencia  electró-
nica, para velar por los inte-
reses del menor, pero no por 
simple curiosidad.

Del mismo modo, tiene el de-
recho a revisar lo que sus hijos 
realizan a través de las redes 
sociales, porque existe un de-
ber de vigilancia que obliga a 
los padres a responder por  las 
injurias que sus hijos puedan 
divulgar a través del internet.

4.1.1 la titulaRidad del de-
Recho a la intimidad 
poR los menoRes

La Convención Internacional 
sobre los Derechos del Niño 
establece en su Art. 16 que: 
“Ningún niño será objeto de in-
jerencias arbitrarias o ilegales 
en su vida privada, su familia, 
su domicilio o su correspon-
dencia, y de ataques ilegales 
a su honor y a su reputación”

Asimismo, la Carta Europea de 
Derechos del Niño en su Art. 
8.29 declara: “todo niño tiene 
derecho a no ser objeto por 
parte de un tercero de intru-
siones injustificadas en su vida 
privada, en la de su familia, ni 
sufrir atentados ilegales con-
tra su honor”.

Como se señala, existe un re-
conocimiento expreso de los 
derechos fundamentales de los 
menores de edad. Sin embar-
go, pueden presentarse situa-
ciones en donde se enfrentaría 
este derecho frente al ejer-
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cicio de la patria potestad de 
los padres.

Al respecto, en “el ordena-
miento italiano se considera 
la posibilidad de injerencia de 
los padres en el ámbito priva-
do de los hijos (…) y afecta-
ría a aquellos menores cuyas 
condiciones de madurez no 
fueran suficientes, ya que se 
parte del reconocimiento de 
un ámbito de intimidad de los 
hijos menores que no pueden 
ser lícitamente invadido por 
los padres”. 

Para la doctrina italiana, el 
derecho a la intimidad del 
menor aparece justificado en 
términos generales, como un 
derecho de la personalidad 
del cual no puede ser privado, 
pero también como un deber 
especifico de los padres en el 
desarrollo de la función edu-
cativa que afecta fundamen-
talmente a aquellos menores 
cuyas condiciones de madurez 
no son suficientes, obligando a 
los padres a vigilar su forma-
ción y planteando, a la vez, el 
problema de la legitimidad del 
control y de su extensión. 

En Francia, la jurispruden-
cia de la Corte de Casación 
entiende que no es suficien-
te con el consentimiento del 
menor para la divulgación de 
hechos relativos a su vida pri-
vada si quienes detentan la 
autoridad no han consentido 
dicha divulgación. 

Las condiciones de madurez y 
suficiente juicio conforman, 
por tanto, el criterio delimita-
dor de la actuación de los re-
presentantes legales en la esfe-
ra de los derechos de la perso-
nalidad del menor” (Fermenía 
López, 2012, págs. 208-209).

4.1.2 la toma de decisiones 
peRsonales

La autonomía siempre se ve 
limitada por las nociones de 
orden público y los derechos 
de terceros. Sin embargo, el 
orden público debe ceder es-
pacio a la autonomía personal

Existen cuestiones de auto-
nomía en toma de decisiones 
que vienen transformando las 
relaciones de familia. Por un 
lado, la incorporación de la ca-
pacidad progresiva del menor 
de edad y, por otro lado, el re-
conocimiento de cierta auto-
nomía a favor de las personas 
con discapacidad, transforma 
las relaciones familiares. En 
el primer caso, se presentan 
dos situaciones: el derecho de 
los padres a tomar decisiones 
por los hijos que no han desa-
rrollado aun su propio juicio; 
y el derecho de las personas 
menores de edad a tomar sus 
propias decisiones.

Así, por ejemplo, un tribunal 
argentino no reconoció el de-
recho de los padres a decidir 
por su hijo y rechazar el plan 
nacional de vacunación; re-
solvió que si bien los padres 
tenían el derecho de decidir 
por sus hijos, debía imponer-
se este plan, por cuanto de lo 
contrario podría afectarse en 
juego derechos de terceros 
que podrían contagiarse de 
enfermedades y, por supuesto, 
el derecho a la salud del niño, 
debiéndose tener siempre pre-
sente el punto de vista del me-
jor interés del niño.

Pero, cuando el niño alcanza la 
adolescencia y comienza a de-
sarrollar su propio juicio, ello 
trae dificultades para deter-
minar a partir de cuándo va a 

poder tomar sus propias deci-
siones, sin necesidad de acudir 
a sus padres
.
Al respecto, en el derecho in-
ternacional se tiende a adop-
tar el sistema de capacidad 
progresiva como nuevo para-
digma. Por tanto, para este sis-
tema, los niños pueden tomar 
sus propias decisiones   en to-
das aquellas cuestiones que no 
hagan a su salud o pongan en 
riesgo su crecimiento; pero en 
la mayoría hacen prevalecer el 
interés superior del niño por 
sobre su autonomía en aquellas 
cuestiones fundamentales.

Sin embargo, también se deja 
a la judicatura facultades tan 
amplias que permiten replan-
tearse la existencia de un 
derecho a la vida privada y 
familiar. Tal es el caso en In-
glaterra, en donde se falla 
invocando la idea de que los 
menores de 16 años son au-
tónomos para elegir y decidir 
sus propias prácticas médi-
cas (control de natalidad o 
práctica anticonceptiva).

De lo que se trata es que las 
personas menores tengan la 
posibilidad de forjar su propio 
destino, pero ello no significa 
que las personas que los ro-
dean no puedan influenciarlas 
o acompañarlas en sus decisio-
nes, mas sin decidir por ellas.

4.2 el deRecho a la intimi-
dad familiaR en las Rela-
ciones conyugales

Sobre los deberes conyugales, 
Azpiri (Leloir, Marcela y Sojo, 
Agustín, 2011, pág. 98) seña-
la que existe entre ellos un 
deber mutuo que impone a la 
pareja la obligación de mante-
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con la intimidad. El último de 
ellos tiene una protección su-
perlativa  dado que configura 
un elemento infranqueable de 
la existencia de la persona; 
la vida privada, por su par-
te, la engloba y también in-
cluye un ámbito en donde se 
admiten algunas intervencio-
nes que habrán de ser consi-
deradas como legítimas, vin-
culándose inclusive con otros 
derechos como la inviolabi-
lidad de domicilio (…)” (Exp. 
N° 067712-2005-HC/TC).

Por tanto, coincidimos con 
Víctor García al señalar que, 
respecto a estos dos derechos, 
puede deducirse lo siguiente 
(García Toma, 2013, pág. 333):

a) El inciso 7 del Art. 2 de la 
Constitución  engloba tan-
to el derecho a la vida pri-
vada como el derecho a la 
intimidad

b) El derecho a la intimidad 
tiene una protección ma-
yor que el derecho a la 
vida privada.

4. el deRecho  a la intimidad 
en las Relaciones familiaRes

El derecho a la intimidad co-
bra una vital importancia en la 
vida familiar, que nace como 
consecuencia del ejercicio de 
los derechos subjetivos fami-
liares que dan lugar a una se-
rie de relaciones jurídicas de 
orden familiar, como es en la 
relación paterno filial y la re-
lación conyugal u otras rela-
ciones similares.

Siguiendo en la idea de Mar-
cela M. Leloir y Agustín Sojo, 
el derecho a la intimidad en 
las relaciones familiares com-
prende el llamado “Derecho a 

la tranquilidad”, en el cual se 
puede presentar una serie de 
problemáticas en su ejercicio. 
Así, los autores señalan que 
“En el caso de las relaciones 
familiares (conyugales o pater-
no filiales), este derecho pue-
de entrar en tensión con otros 
derechos de mayor jerarquía, 
tal como el derecho del niño 
a tener una adecuada comuni-
cación con su padre, así como 
el derecho de la madre a que 
su ex pareja no la perturbe se 
contrapone con el derecho del 
niño y su padre a mantener 
trato habitual. En este último 
caso, se debe de compatibili-
zar el derecho a la intimidad 
y comunicación paterno filial” 
(Leloir, Marcela y Sojo, Agus-
tín, 2011, pág. 96).

En el derecho de familia, este 
derecho a ser dejado solo se 
contrapone, en cierta medida, 
con los deberes familiares. Así, 
en el deber de cohabitación 
entre los cónyuges, exige que 
marido y mujer no se dejen 
solos el uno al otro. Si bien el 
deber de asistencia conyugal 
comprende el deber de acom-
pañar al otro, ello no significa 
que los esposos deben de estar 
siempre juntos, y se admite 
cierta distancia entre ellos.

4.1 el deRecho a la intimi-
dad familiaR en las Rela-
ciones pateRno-filiales

En las relaciones paterno-fi-
liales, el derecho a ser deja-
do solo aparece coartado por 
ciertos deberes familiares, 
pero no por ello deja de exis-
tir. Un hijo aun si fuese menor 
de edad, tiene derecho a que 
se respeten sus espacios priva-
dos, pero al mismo tiempo un 
padre no puede desentender-
se de su hijo, por cuanto tie-

ne deberes de cuidado que le 
exigen ser parte de su vida. En 
ese sentido, el padre que tiene 
sospechas razonables de que 
su hija o hijo puede ser vícti-
ma de cierta conducta delicti-
va tiene derecho a entrome-
terse en su esfera más íntima 
de correspondencia electró-
nica, para velar por los inte-
reses del menor, pero no por 
simple curiosidad.

Del mismo modo, tiene el de-
recho a revisar lo que sus hijos 
realizan a través de las redes 
sociales, porque existe un de-
ber de vigilancia que obliga a 
los padres a responder por  las 
injurias que sus hijos puedan 
divulgar a través del internet.

4.1.1 la titulaRidad del de-
Recho a la intimidad 
poR los menoRes

La Convención Internacional 
sobre los Derechos del Niño 
establece en su Art. 16 que: 
“Ningún niño será objeto de in-
jerencias arbitrarias o ilegales 
en su vida privada, su familia, 
su domicilio o su correspon-
dencia, y de ataques ilegales 
a su honor y a su reputación”

Asimismo, la Carta Europea de 
Derechos del Niño en su Art. 
8.29 declara: “todo niño tiene 
derecho a no ser objeto por 
parte de un tercero de intru-
siones injustificadas en su vida 
privada, en la de su familia, ni 
sufrir atentados ilegales con-
tra su honor”.

Como se señala, existe un re-
conocimiento expreso de los 
derechos fundamentales de los 
menores de edad. Sin embar-
go, pueden presentarse situa-
ciones en donde se enfrentaría 
este derecho frente al ejer-

cicio de la patria potestad de 
los padres.

Al respecto, en “el ordena-
miento italiano se considera 
la posibilidad de injerencia de 
los padres en el ámbito priva-
do de los hijos (…) y afecta-
ría a aquellos menores cuyas 
condiciones de madurez no 
fueran suficientes, ya que se 
parte del reconocimiento de 
un ámbito de intimidad de los 
hijos menores que no pueden 
ser lícitamente invadido por 
los padres”. 

Para la doctrina italiana, el 
derecho a la intimidad del 
menor aparece justificado en 
términos generales, como un 
derecho de la personalidad 
del cual no puede ser privado, 
pero también como un deber 
especifico de los padres en el 
desarrollo de la función edu-
cativa que afecta fundamen-
talmente a aquellos menores 
cuyas condiciones de madurez 
no son suficientes, obligando a 
los padres a vigilar su forma-
ción y planteando, a la vez, el 
problema de la legitimidad del 
control y de su extensión. 

En Francia, la jurispruden-
cia de la Corte de Casación 
entiende que no es suficien-
te con el consentimiento del 
menor para la divulgación de 
hechos relativos a su vida pri-
vada si quienes detentan la 
autoridad no han consentido 
dicha divulgación.

Las condiciones de madurez y 
suficiente juicio conforman, 
por tanto, el criterio delimita-
dor de la actuación de los re-
presentantes legales en la esfe-
ra de los derechos de la perso-
nalidad del menor” (Fermenía 
López, 2012, págs. 208-209).

4.1.2  la toma de decisiones 
peRsonales

La autonomía siempre se ve 
limitada por las nociones de 
orden público y los derechos 
de terceros. Sin embargo, el 
orden público debe ceder es-
pacio a la autonomía personal

Existen cuestiones de auto-
nomía en toma de decisiones 
que vienen transformando las 
relaciones de familia. Por un 
lado, la incorporación de la ca-
pacidad progresiva del menor 
de edad y, por otro lado, el re-
conocimiento de cierta auto-
nomía a favor de las personas 
con discapacidad, transforma 
las relaciones familiares. En 
el primer caso, se presentan 
dos situaciones: el derecho de 
los padres a tomar decisiones 
por los hijos que no han desa-
rrollado aun su propio juicio; 
y el derecho de las personas 
menores de edad a tomar sus 
propias decisiones.

Así, por ejemplo, un tribunal 
argentino no reconoció el de-
recho de los padres a decidir 
por su hijo y rechazar el plan 
nacional de vacunación; re-
solvió que si bien los padres 
tenían el derecho de decidir 
por sus hijos, debía imponer-
se este plan, por cuanto de lo 
contrario podría afectarse en 
juego derechos de terceros 
que podrían contagiarse de 
enfermedades y, por supuesto, 
el derecho a la salud del niño, 
debiéndose tener siempre pre-
sente el punto de vista del me-
jor interés del niño.

Pero, cuando el niño alcanza la 
adolescencia y comienza a de-
sarrollar su propio juicio, ello 
trae dificultades para deter-
minar a partir de cuándo va a 

poder tomar sus propias deci-
siones, sin necesidad de acudir 
a sus padres
.
Al respecto, en el derecho in-
ternacional se tiende a adop-
tar el sistema de capacidad 
progresiva como nuevo para-
digma. Por tanto, para este sis-
tema, los niños pueden tomar 
sus propias decisiones   en to-
das aquellas cuestiones que no 
hagan a su salud o pongan en 
riesgo su crecimiento; pero en 
la mayoría hacen prevalecer el 
interés superior del niño por 
sobre su autonomía en aquellas 
cuestiones fundamentales.

Sin embargo, también se deja 
a la judicatura facultades tan 
amplias que permiten replan-
tearse la existencia de un 
derecho a la vida privada y 
familiar. Tal es el caso en In-
glaterra, en donde se falla 
invocando la idea de que los 
menores de 16 años son au-
tónomos para elegir y decidir 
sus propias prácticas médi-
cas (control de natalidad o 
práctica anticonceptiva).

De lo que se trata es que las 
personas menores tengan la 
posibilidad de forjar su propio 
destino, pero ello no significa 
que las personas que los ro-
dean no puedan influenciarlas 
o acompañarlas en sus decisio-
nes, mas sin decidir por ellas.

4.2 el deRecho a la intimi-
dad familiaR en las Rela-
ciones conyugales

Sobre los deberes conyugales, 
Azpiri (Leloir, Marcela y Sojo, 
Agustín, 2011, pág. 98) seña-
la que existe entre ellos un 
deber mutuo que impone a la 
pareja la obligación de mante-
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se contenían referencias  a la 
demandante, desde su prime-
ra toma de contacto hasta su 
ruptura, pasando por su matri-
monio. La Audiencia conside-
ró probado que en el libro se 
revelaron detalles de la vida 
privada de la demandante que 
constituye atentado a su inti-
midad; se descubrieron aspec-
tos de su salud; se divulgó el 
contenido en las cartas y se 
narraron encuentros íntimos 
de ambos (De Verda y Beamon-
te, 2012, págs. 190-192).

Por último, la jurisprudencia 
española (STC de 17 de junio 
del 2009) ha considerado, por 
ejemplo, una intromisión ilegí-
tima en el derecho a la intimi-
dad familiar el que un medio 
de comunicación revelara la fi-
liación biológica de un menor y 
el hecho de ser su madre natu-
ral una prostituta o atribuyera 
a un padre una conducta infiel 
y una adicción al sexo. (…). La 
familia es el cauce al servicio 
del libre desarrollo de la per-
sonalidad de los seres huma-
nos, lo que presupone garan-
tizar  en su seno la efectividad 
de los derechos fundamentales  
y, entre ellos, el derecho a la 
intimidad de sus componentes 
(De Verda y Beamonte, 2012, 
pág. 179).

4.3. el deRecho a la intimi-
dad y las Redes sociales

Las redes sociales on line, han 
transformado el concepto de 
intimidad y su aplicación en la 
esfera familiar. Pero, además, 
la generalización del uso de 
dispositivos móviles por medio 
de los cuales se puede captar 
la imagen y el sonido permite 
ámbitos de injerencia que en 
otro tiempo resultaban impo-
sibles. Así, por ejemplo,  inva-

de la intimidad de los menores 
que sus padres coloquen dis-
positivos que capten la ima-
gen o el sonido en espacios 
reservados a la vida privada; 
salvo que sea para prevenir la 
lesión o atentado contra algún 
otro derecho fundamental del 
menor (Fermenía López, 2012, 
pág. 196). 

Por tanto, adquiere especial 
trascendencia el uso de las 
“redes sociales” por parte de 
los menores, lo cual ha produ-
cido un cambio  al concepto 
de intimidad, dado que deja 
de ser una esfera sustraída al 
conocimiento de los demás, 
para convertirse en un perfil 
donde los sujetos exteriorizan 
de forma voluntaria su “per-
sonalidad” y facilitan datos 
personales para construir lo 
que se denomina “Extimidad”, 
planteando inseguridades para 
la intimidad de los sujetos, así 
como terceras personas, ya 
que los datos a las mismas son 
accesibles de forma pública y 
global para millones de usua-
rios. Así, estudios recientes 
demuestran que el 71 % de los 
escolares con edades entre 10 
y 18 años  tiene  uno o varios 
perfiles en las redes sociales. 
A partir de los 14 años, el por-
centaje supera el 80 % y al-
canza mayor índice de uso; el 
85% justo antes de la mayoría 
de edad.

Debe tenerse en cuenta, no 
obstante (…) que se parte del 
principio de no imponer a  los 
prestadores de servicios la 
obligación de controlar o su-
pervisar todos los contenidos 
que se trasmiten o se alma-
cenan, lo cual sería además 
imposible. Sin embargo, se les 
impone el deber de evitar la 
omisión de delitos o activida-

des ilícitas en la red en cuanto 
tomen conocimiento de ellas, 
retirando e imposibilitando, 
con la diligencia debida, el 
acceso de aquella información 
que sea así calificada.

Desde este punto de vista, la 
labor  de colaboración  de los 
padres en el control de los 
perfiles de sus hijos menores 
resulta fundamental.

Por último, la intervención 
de los padres también esta-
ría justificada  en base a la 
lesión de sus propios dere-
chos personales, cuando la 
intervención del menor, con 
suficiente juicio, en las re-
des sociales, no afectase úni-
camente a su esfera privada 
sino también a la “intimi-
dad familiar” o a la intimi-
dad personal de algún otro 
de los miembros  integran-
tes de la familia (Fermenía 
López, 2012).

5. conclusión

Como se ha expuesto, pode-
mos concluir que el derecho a 
la intimidad en las relaciones 
de orden familiar, demanda 
una especial protección, más 
aún cuando se contraponen 
dos derechos fundamentales, 
por lo que los tribunales debe-
rán de ponderar los mismos y 
preferir el derecho que menos 
se vulnere.

En el caso de las relaciones 
paterno filiales, frente al de-
recho de los padres en el ejer-
cicio de la patria potestad 
o responsabilidad parental, 
debe de primar el principio del 
interés superior del niño, pero 
siempre y cuando no se vean 
afectados derechos fundamen-
tales del menor.
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ner reserva  de las cuestiones 
intimas de la relación y que 
este deber perdura  luego de 
disuelto el matrimonio. Al res-
pecto, en un caso de divorcio 
en Argentina, existen tribuna-
les que han considerado res-
tringir el considerar las graba-
ciones  telefónicas  acompaña-
das por el marido como prue-
ba  del adulterio de su mujer, 
aparte de que ella había soli-
citado  que se le prohibiera al 
marido difundir  las grabacio-
nes entre familiares, amigos y 
cualquier tercero.

Asimismo, existen ciertos ac-
tos que se consideran injurias 
graves como, por ejemplo, 
grabar conversaciones telefó-
nicas ajenas;  el ocultar una 
filmadora para exponer  la vida 
diaria del hogar  en prueba de 
algún maltrato; espiar a otro, y 
peor  aún, comentárselo a otro 
aunque sea abogado o juez – 
por no ser compatible con los 
deberes matrimoniales.

El Tribunal Constitucio-
nal Peruano considera al 
respecto que, 

“La relación íntima entre 
hombre y mujer es un dere-
cho natural inherente a la 
naturaleza humana (...) 
que tiene relación directa 
con la libertad del hombre 
individual y socialmente, en 
el primer caso, está íntima-
mente relacionado con su 
normal desarrollo sicofísico 
y su bienestar espiritual, y 
en el segundo caso con su 
desenvolvimiento familiar 
y social”. (Exp. Nº 01575-
2007-PHC/TC)

Pedro Fermenía López señala 
que “en sentencia  española, 
se condenó a un año de prisión 

y cinco de alejamiento de su 
ex mujer y de sus dos hijas por 
instalar una cámara de video 
doméstica en el baño de la 
vivienda familiar al sospechar 
que una de sus hijas sufrían de 
anorexia y se provocaba vómi-
tos, lo que no admitía. Sin em-
bargo, la cámara grabó no solo 
a la hija que aparentemente 
sufría el trastorno alimentario, 
sino que también tomó imáge-
nes de su mujer, de la que es-
taba separado, de su otra hija, 
incluso de amigas de estas. El 
fallo también impone una in-
demnización a su ex mujer y a 
cada una de sus hijas por da-
ños morales causados. La hija, 
no obstante tuvo que ser so-
metida a tratamiento por bu-
limia” (Fermenía López, 2012, 
pág. 196).

En otra sentencia del TC espa-
ñol, se condenó a prisión de un 
año al marido que había inter-
venido la línea telefónica del 
entonces domicilio conyugal 
y grabado conversaciones in-
timas de su mujer, que luego 
difundió entre la tía de la víc-
tima y dos de sus amigas para 
desprestigiarla. De igual ma-
nera, en otro caso se condenó 
al pago de una indemnización 
de 9,000 euros a una suegra, 
que había manifestado su sos-
pecha de que el hijo de su nue-
ra no era de su marido, sino de 
un empleado de aquélla por 
tratarse de un dato pertene-
ciente al ámbito íntimo de la 
pareja y, en su caso, del hijo, 
por lo que, aunque fuera ver-
dad, no podía ser divulgado. 
(De Verda y Beamonte, 2012, 
págs. 180-181) 

José De Verda aduce, con res-
pecto a la difusión no consen-
tida de imágenes de desnudos 
voluntariamente captados, 

que la captación o difusión de 
imágenes de desnudos del otro 
cónyuge (relación conyugal u 
otra análoga), sin su consenti-
miento, constituye una intro-
misión en su derecho a la inti-
midad en su dimensión corpo-
ral. Es evidente la afectación 
del derecho a la intimidad y a 
la propia imagen de la víctima, 
pues el consentimiento para 
captar una imagen no significa, 
necesariamente, autorización 
para difundirla, ya que el con-
sentimiento debe ser expreso 
para cada concreto acto de 
intromisión (captar y difundir 
imágenes son conductas diver-
sas). Así, por ejemplo, en un 
tribunal español se condenó a 
un año de prisión y a pagar a su 
mujer 6000 euros en concep-
to de daño moral, al marido 
que puso al alcance de la pá-
gina de internet -denominada 
sex casero.com, bajo el título 
“Paula la golfa de Oviedo”-, 
tres fotografías de la denun-
ciante, sin su permiso, en dos 
de las cuales aparecía con los 
pechos descubiertos y en una 
tercera sin ropa. (…). Es evi-
dente que sobre cada cónyuge 
pesa la prohibición de divulgar 
entre terceros aspectos de la 
vida íntima del otro, de los 
que tenga conocimiento por 
razón de la convivencia o de 
la relación de confianza que se 
establece entre los cónyuges, 
así como de los que afecte la 
vida íntima de la familia. Este 
derecho persiste después de la 
disolución del matrimonio. Asi-
mismo, agrega, que en el ori-
gen del proceso  se halla la pu-
blicación de un libro  titulado 
“Hasta la libertad”, en el que 
el autor, en clave autobiográ-
fica, narraba sus experiencias 
vitales y su personal visión de 
la situación carcelaria españo-
la. En algunas de sus páginas 

ner reserva  de las cuestiones 
intimas de la relación y que 
este deber perdura  luego de 
disuelto el matrimonio. Al res-
pecto, en un caso de divorcio 
en Argentina, existen tribuna-
les que han considerado res-
tringir el considerar las graba-
ciones  telefónicas  acompaña-
das por el marido como prue-
ba  del adulterio de su mujer, 
aparte de que ella había soli-
citado  que se le prohibiera al 
marido difundir  las grabacio-
nes entre familiares, amigos y 
cualquier tercero.

Asimismo, existen ciertos ac-
tos que se consideran injurias 
graves como, por ejemplo, 
grabar conversaciones telefó-
nicas ajenas;  el ocultar una 
filmadora para exponer  la vida 
diaria del hogar  en prueba de 
algún maltrato; espiar a otro, y 
peor  aún, comentárselo a otro 
aunque sea abogado o juez – 
por no ser compatible con los 
deberes matrimoniales.

El Tribunal Constitucio-
nal Peruano considera al 
respecto que, 

“La relación íntima entre 
hombre y mujer es un dere-
cho natural inherente a la 
naturaleza humana (...) 
que tiene relación directa 
con la libertad del hombre 
individual y socialmente, en 
el primer caso, está íntima-
mente relacionado con su 
normal desarrollo sicofísico 
y su bienestar espiritual, y 
en el segundo caso con su 
desenvolvimiento familiar 
y social”. (Exp. Nº 01575-
2007-PHC/TC)

Pedro Fermenía López señala 
que “en sentencia  española, 
se condenó a un año de prisión 

y cinco de alejamiento de su 
ex mujer y de sus dos hijas por 
instalar una cámara de video 
doméstica en el baño de la 
vivienda familiar al sospechar 
que una de sus hijas sufrían de 
anorexia y se provocaba vómi-
tos, lo que no admitía. Sin em-
bargo, la cámara grabó no solo 
a la hija que aparentemente 
sufría el trastorno alimentario, 
sino que también tomó imáge-
nes de su mujer, de la que es-
taba separado, de su otra hija, 
incluso de amigas de estas. El 
fallo también impone una in-
demnización a su ex mujer y a 
cada una de sus hijas por da-
ños morales causados. La hija, 
no obstante tuvo que ser so-
metida a tratamiento por bu-
limia” (Fermenía López, 2012, 
pág. 196).

En otra sentencia del TC espa-
ñol, se condenó a prisión de un 
año al marido que había inter-
venido la línea telefónica del 
entonces domicilio conyugal 
y grabado conversaciones in-
timas de su mujer, que luego 
difundió entre la tía de la víc-
tima y dos de sus amigas para 
desprestigiarla. De igual ma-
nera, en otro caso se condenó 
al pago de una indemnización 
de 9,000 euros a una suegra, 
que había manifestado su sos-
pecha de que el hijo de su nue-
ra no era de su marido, sino de 
un empleado de aquélla por 
tratarse de un dato pertene-
ciente al ámbito íntimo de la 
pareja y, en su caso, del hijo, 
por lo que, aunque fuera ver-
dad, no podía ser divulgado. 
(De Verda y Beamonte, 2012, 
págs. 180-181) 

José De Verda aduce, con res-
pecto a la difusión no consen-
tida de imágenes de desnudos 
voluntariamente captados, 

que la captación o difusión de 
imágenes de desnudos del otro 
cónyuge (relación conyugal u 
otra análoga), sin su consenti-
miento, constituye una intro-
misión en su derecho a la inti-
midad en su dimensión corpo-
ral. Es evidente la afectación 
del derecho a la intimidad y a 
la propia imagen de la víctima, 
pues el consentimiento para 
captar una imagen no significa, 
necesariamente, autorización 
para difundirla, ya que el con-
sentimiento debe ser expreso 
para cada concreto acto de 
intromisión (captar y difundir 
imágenes son conductas diver-
sas). Así, por ejemplo, en un 
tribunal español se condenó a 
un año de prisión y a pagar a su 
mujer 6000 euros en concep-
to de daño moral, al marido 
que puso al alcance de la pá-
gina de internet -denominada 
sex casero.com, bajo el título 
“Paula la golfa de Oviedo”-, 
tres fotografías de la denun-
ciante, sin su permiso, en dos 
de las cuales aparecía con los 
pechos descubiertos y en una 
tercera sin ropa. (…). Es evi-
dente que sobre cada cónyuge 
pesa la prohibición de divulgar 
entre terceros aspectos de la 
vida íntima del otro, de los 
que tenga conocimiento por 
razón de la convivencia o de 
la relación de confianza que se 
establece entre los cónyuges, 
así como de los que afecte la 
vida íntima de la familia. Este 
derecho persiste después de la 
disolución del matrimonio. Asi-
mismo, agrega, que en el ori-
gen del proceso  se halla la pu-
blicación de un libro  titulado 
“Hasta la libertad”, en el que 
el autor, en clave autobiográ-
fica, narraba sus experiencias 
vitales y su personal visión de 
la situación carcelaria españo-
la. En algunas de sus páginas 
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se contenían referencias  a la 
demandante, desde su prime-
ra toma de contacto hasta su 
ruptura, pasando por su matri-
monio. La Audiencia conside-
ró probado que en el libro se 
revelaron detalles de la vida 
privada de la demandante que 
constituye atentado a su inti-
midad; se descubrieron aspec-
tos de su salud; se divulgó el 
contenido en las cartas y se 
narraron encuentros íntimos 
de ambos (De Verda y Beamon-
te, 2012, págs. 190-192).

Por último, la jurisprudencia 
española (STC de 17 de junio 
del 2009) ha considerado, por 
ejemplo, una intromisión ilegí-
tima en el derecho a la intimi-
dad familiar el que un medio 
de comunicación revelara la fi-
liación biológica de un menor y 
el hecho de ser su madre natu-
ral una prostituta o atribuyera 
a un padre una conducta infiel 
y una adicción al sexo. (…). La 
familia es el cauce al servicio 
del libre desarrollo de la per-
sonalidad de los seres huma-
nos, lo que presupone garan-
tizar  en su seno la efectividad 
de los derechos fundamentales  
y, entre ellos, el derecho a la 
intimidad de sus componentes 
(De Verda y Beamonte, 2012, 
pág. 179).

4.3. el deRecho a la intimi-
dad y las Redes sociales

Las redes sociales on line, han 
transformado el concepto de 
intimidad y su aplicación en la 
esfera familiar. Pero, además, 
la generalización del uso de 
dispositivos móviles por medio 
de los cuales se puede captar 
la imagen y el sonido permite 
ámbitos de injerencia que en 
otro tiempo resultaban impo-
sibles. Así, por ejemplo,  inva-

de la intimidad de los menores 
que sus padres coloquen dis-
positivos que capten la ima-
gen o el sonido en espacios 
reservados a la vida privada; 
salvo que sea para prevenir la 
lesión o atentado contra algún 
otro derecho fundamental del 
menor (Fermenía López, 2012, 
pág. 196). 

Por tanto, adquiere especial 
trascendencia el uso de las 
“redes sociales” por parte de 
los menores, lo cual ha produ-
cido un cambio  al concepto 
de intimidad, dado que deja 
de ser una esfera sustraída al 
conocimiento de los demás, 
para convertirse en un perfil 
donde los sujetos exteriorizan 
de forma voluntaria su “per-
sonalidad” y facilitan datos 
personales para construir lo 
que se denomina “Extimidad”, 
planteando inseguridades para 
la intimidad de los sujetos, así 
como terceras personas, ya 
que los datos a las mismas son 
accesibles de forma pública y 
global para millones de usua-
rios. Así, estudios recientes 
demuestran que el 71 % de los 
escolares con edades entre 10 
y 18 años  tiene  uno o varios 
perfiles en las redes sociales. 
A partir de los 14 años, el por-
centaje supera el 80 % y al-
canza mayor índice de uso; el 
85% justo antes de la mayoría 
de edad.

Debe tenerse en cuenta, no 
obstante (…) que se parte del 
principio de no imponer a  los 
prestadores de servicios la 
obligación de controlar o su-
pervisar todos los contenidos 
que se trasmiten o se alma-
cenan, lo cual sería además 
imposible. Sin embargo, se les 
impone el deber de evitar la 
omisión de delitos o activida-

des ilícitas en la red en cuanto 
tomen conocimiento de ellas, 
retirando e imposibilitando, 
con la diligencia debida, el 
acceso de aquella información 
que sea así calificada.

Desde este punto de vista, la 
labor  de colaboración  de los 
padres en el control de los 
perfiles de sus hijos menores 
resulta fundamental.

Por último, la intervención 
de los padres también esta-
ría justificada  en base a la 
lesión de sus propios dere-
chos personales, cuando la 
intervención del menor, con 
suficiente juicio, en las re-
des sociales, no afectase úni-
camente a su esfera privada 
sino también a la “intimi-
dad familiar” o a la intimi-
dad personal de algún otro 
de los miembros  integran-
tes de la familia (Fermenía 
López, 2012).

5. conclusión

Como se ha expuesto, pode-
mos concluir que el derecho a 
la intimidad en las relaciones 
de orden familiar, demanda 
una especial protección, más 
aún cuando se contraponen 
dos derechos fundamentales, 
por lo que los tribunales debe-
rán de ponderar los mismos y 
preferir el derecho que menos 
se vulnere.

En el caso de las relaciones 
paterno filiales, frente al de-
recho de los padres en el ejer-
cicio de la patria potestad 
o responsabilidad parental, 
debe de primar el principio del 
interés superior del niño, pero 
siempre y cuando no se vean 
afectados derechos fundamen-
tales del menor.
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ner reserva  de las cuestiones 
intimas de la relación y que 
este deber perdura  luego de 
disuelto el matrimonio. Al res-
pecto, en un caso de divorcio 
en Argentina, existen tribuna-
les que han considerado res-
tringir el considerar las graba-
ciones  telefónicas  acompaña-
das por el marido como prue-
ba  del adulterio de su mujer, 
aparte de que ella había soli-
citado  que se le prohibiera al 
marido difundir  las grabacio-
nes entre familiares, amigos y 
cualquier tercero.

Asimismo, existen ciertos ac-
tos que se consideran injurias 
graves como, por ejemplo, 
grabar conversaciones telefó-
nicas ajenas;  el ocultar una 
filmadora para exponer  la vida 
diaria del hogar  en prueba de 
algún maltrato; espiar a otro, y 
peor  aún, comentárselo a otro 
aunque sea abogado o juez – 
por no ser compatible con los 
deberes matrimoniales.

El Tribunal Constitucio-
nal Peruano considera al 
respecto que, 

“La relación íntima entre 
hombre y mujer es un dere-
cho natural inherente a la 
naturaleza humana (...) 
que tiene relación directa 
con la libertad del hombre 
individual y socialmente, en 
el primer caso, está íntima-
mente relacionado con su 
normal desarrollo sicofísico 
y su bienestar espiritual, y 
en el segundo caso con su 
desenvolvimiento familiar 
y social”. (Exp. Nº 01575-
2007-PHC/TC)

Pedro Fermenía López señala 
que “en sentencia  española, 
se condenó a un año de prisión 

y cinco de alejamiento de su 
ex mujer y de sus dos hijas por 
instalar una cámara de video 
doméstica en el baño de la 
vivienda familiar al sospechar 
que una de sus hijas sufrían de 
anorexia y se provocaba vómi-
tos, lo que no admitía. Sin em-
bargo, la cámara grabó no solo 
a la hija que aparentemente 
sufría el trastorno alimentario, 
sino que también tomó imáge-
nes de su mujer, de la que es-
taba separado, de su otra hija, 
incluso de amigas de estas. El 
fallo también impone una in-
demnización a su ex mujer y a 
cada una de sus hijas por da-
ños morales causados. La hija, 
no obstante tuvo que ser so-
metida a tratamiento por bu-
limia” (Fermenía López, 2012, 
pág. 196).

En otra sentencia del TC espa-
ñol, se condenó a prisión de un 
año al marido que había inter-
venido la línea telefónica del 
entonces domicilio conyugal 
y grabado conversaciones in-
timas de su mujer, que luego 
difundió entre la tía de la víc-
tima y dos de sus amigas para 
desprestigiarla. De igual ma-
nera, en otro caso se condenó 
al pago de una indemnización 
de 9,000 euros a una suegra, 
que había manifestado su sos-
pecha de que el hijo de su nue-
ra no era de su marido, sino de 
un empleado de aquélla por 
tratarse de un dato pertene-
ciente al ámbito íntimo de la 
pareja y, en su caso, del hijo, 
por lo que, aunque fuera ver-
dad, no podía ser divulgado. 
(De Verda y Beamonte, 2012, 
págs. 180-181) 

José De Verda aduce, con res-
pecto a la difusión no consen-
tida de imágenes de desnudos 
voluntariamente captados, 

que la captación o difusión de 
imágenes de desnudos del otro 
cónyuge (relación conyugal u 
otra análoga), sin su consenti-
miento, constituye una intro-
misión en su derecho a la inti-
midad en su dimensión corpo-
ral. Es evidente la afectación 
del derecho a la intimidad y a 
la propia imagen de la víctima, 
pues el consentimiento para 
captar una imagen no significa, 
necesariamente, autorización 
para difundirla, ya que el con-
sentimiento debe ser expreso 
para cada concreto acto de 
intromisión (captar y difundir 
imágenes son conductas diver-
sas). Así, por ejemplo, en un 
tribunal español se condenó a 
un año de prisión y a pagar a su 
mujer 6000 euros en concep-
to de daño moral, al marido 
que puso al alcance de la pá-
gina de internet -denominada 
sex casero.com, bajo el título 
“Paula la golfa de Oviedo”-, 
tres fotografías de la denun-
ciante, sin su permiso, en dos 
de las cuales aparecía con los 
pechos descubiertos y en una 
tercera sin ropa. (…). Es evi-
dente que sobre cada cónyuge 
pesa la prohibición de divulgar 
entre terceros aspectos de la 
vida íntima del otro, de los 
que tenga conocimiento por 
razón de la convivencia o de 
la relación de confianza que se 
establece entre los cónyuges, 
así como de los que afecte la 
vida íntima de la familia. Este 
derecho persiste después de la 
disolución del matrimonio. Asi-
mismo, agrega, que en el ori-
gen del proceso  se halla la pu-
blicación de un libro  titulado 
“Hasta la libertad”, en el que 
el autor, en clave autobiográ-
fica, narraba sus experiencias 
vitales y su personal visión de 
la situación carcelaria españo-
la. En algunas de sus páginas 

se contenían referencias  a la 
demandante, desde su prime-
ra toma de contacto hasta su 
ruptura, pasando por su matri-
monio. La Audiencia conside-
ró probado que en el libro se 
revelaron detalles de la vida 
privada de la demandante que 
constituye atentado a su inti-
midad; se descubrieron aspec-
tos de su salud; se divulgó el 
contenido en las cartas y se 
narraron encuentros íntimos 
de ambos (De Verda y Beamon-
te, 2012, págs. 190-192).

Por último, la jurisprudencia 
española (STC de 17 de junio 
del 2009) ha considerado, por 
ejemplo, una intromisión ilegí-
tima en el derecho a la intimi-
dad familiar el que un medio 
de comunicación revelara la fi-
liación biológica de un menor y 
el hecho de ser su madre natu-
ral una prostituta o atribuyera 
a un padre una conducta infiel 
y una adicción al sexo. (…). La 
familia es el cauce al servicio 
del libre desarrollo de la per-
sonalidad de los seres huma-
nos, lo que presupone garan-
tizar  en su seno la efectividad 
de los derechos fundamentales  
y, entre ellos, el derecho a la 
intimidad de sus componentes 
(De Verda y Beamonte, 2012, 
pág. 179).

4.3. el deRecho a la intimi-
dad y las Redes sociales

Las redes sociales on line, han 
transformado el concepto de 
intimidad y su aplicación en la 
esfera familiar. Pero, además, 
la generalización del uso de 
dispositivos móviles por medio 
de los cuales se puede captar 
la imagen y el sonido permite 
ámbitos de injerencia que en 
otro tiempo resultaban impo-
sibles. Así, por ejemplo,  inva-

de la intimidad de los menores 
que sus padres coloquen dis-
positivos que capten la ima-
gen o el sonido en espacios 
reservados a la vida privada; 
salvo que sea para prevenir la 
lesión o atentado contra algún 
otro derecho fundamental del 
menor (Fermenía López, 2012, 
pág. 196). 

Por tanto, adquiere especial 
trascendencia el uso de las 
“redes sociales” por parte de 
los menores, lo cual ha produ-
cido un cambio  al concepto 
de intimidad, dado que deja 
de ser una esfera sustraída al 
conocimiento de los demás, 
para convertirse en un perfil 
donde los sujetos exteriorizan 
de forma voluntaria su “per-
sonalidad” y facilitan datos 
personales para construir lo 
que se denomina “Extimidad”, 
planteando inseguridades para 
la intimidad de los sujetos, así 
como terceras personas, ya 
que los datos a las mismas son 
accesibles de forma pública y 
global para millones de usua-
rios. Así, estudios recientes 
demuestran que el 71 % de los 
escolares con edades entre 10 
y 18 años  tiene  uno o varios 
perfiles en las redes sociales. 
A partir de los 14 años, el por-
centaje supera el 80 % y al-
canza mayor índice de uso; el 
85% justo antes de la mayoría 
de edad.

Debe tenerse en cuenta, no 
obstante (…) que se parte del 
principio de no imponer a  los 
prestadores de servicios la 
obligación de controlar o su-
pervisar todos los contenidos 
que se trasmiten o se alma-
cenan, lo cual sería además 
imposible. Sin embargo, se les 
impone el deber de evitar la 
omisión de delitos o activida-

des ilícitas en la red en cuanto 
tomen conocimiento de ellas, 
retirando e imposibilitando, 
con la diligencia debida, el 
acceso de aquella información 
que sea así calificada.

Desde este punto de vista, la 
labor  de colaboración  de los 
padres en el control de los 
perfiles de sus hijos menores 
resulta fundamental.

Por último, la intervención 
de los padres también esta-
ría justificada  en base a la 
lesión de sus propios dere-
chos personales, cuando la 
intervención del menor, con 
suficiente juicio, en las re-
des sociales, no afectase úni-
camente a su esfera privada 
sino también a la “intimi-
dad familiar” o a la intimi-
dad personal de algún otro 
de los miembros  integran-
tes de la familia (Fermenía 
López, 2012).

5. conclusión

Como se ha expuesto, pode-
mos concluir que el derecho a 
la intimidad en las relaciones 
de orden familiar, demanda 
una especial protección, más 
aún cuando se contraponen 
dos derechos fundamentales, 
por lo que los tribunales debe-
rán de ponderar los mismos y 
preferir el derecho que menos 
se vulnere.

En el caso de las relaciones 
paterno filiales, frente al de-
recho de los padres en el ejer-
cicio de la patria potestad 
o responsabilidad parental, 
debe de primar el principio del 
interés superior del niño, pero 
siempre y cuando no se vean 
afectados derechos fundamen-
tales del menor.
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En las relaciones conyugales, 
existe una mayor protección y 
sanción  en la publicación de la 
información de la vida íntima 
de la pareja, en donde inclu-
sive el ejercicio regular de un 
derecho no siempre legitima a 
una persona a ventilar la vida 
íntima de la misma.  Asimis-
mo, cualquier información en 
donde exista datos de la vida 
íntima, aunque fuese hecha 
con el consentimiento de la 
pareja,  antes de ser revelada, 
deberá de contar nuevamente 
con el consentimiento de esta; 
caso contrario, su difusión vul-
neraría tal derecho y debe ser 
materia de sanción tanto en el 
ámbito penal como en lo civil a 
través del resarcimiento.

Debemos dejar en claro que 
la institución de la familia ha 
sufrido cambio en su concep-
ción; es decir, en que contem-

poráneamente debe ser con-
cebida ya no como una cons-
titución, sino como un medio 
o instrumento de desarrollo 
del individuo, por lo que se 
debe priorizar el respecto de 
sus derechos fundamentales, 
frente al ejercicio de los de-
rechos subjetivos familiares de 
sus miembros.
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sufrido cambio en su concep-
ción; es decir, en que contem-

poráneamente debe ser con-
cebida ya no como una cons-
titución, sino como un medio 
o instrumento de desarrollo 
del individuo, por lo que se 
debe priorizar el respecto de 
sus derechos fundamentales, 
frente al ejercicio de los de-
rechos subjetivos familiares de 
sus miembros.
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